El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL AGUA POTABLE / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA PARA AMPARARLO, PORQUE NO OBSTANTE TRATARSE DE UN DERECHO COLECTIVO TAMBIÉN AFECTA EL DERECHO INDIVIDUAL DE CADA HABITANTE, MUCHOS DE ELLOS SUJETOS DIGNOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN, COMO LOS MENORES DE EDAD.
… en principio, las controversias que surjan con ocasión de la prestación de servicios públicos domiciliaros, escapan a la competencia del juez de tutela, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción contencioso administrativa. Ese mismo criterio aplica para casos en los cuales se solicita la protección de derechos colectivos, ya que para ese efecto se encuentra disponible la acción popular. 

No obstante, la Corte Constitucional mantiene una línea jurisprudencial consistente acerca de la procedencia excepcional de la acción de amparo respecto de casos en los cuales se alega la vulneración del derecho al agua potable de una comunidad, al tratarse de una garantía que si bien es colectiva también reúne la característica de fundamental del individuo. (…)
… en este caso se cumple el requisito de procedencia de la acción de tutela, porque si bien en principio la vulneración se plantea sobre derechos colectivos, se deduce también que es el derecho fundamental al acceso al agua potable de cada uno de los habitantes del municipio de Pueblo Rico, del que hacen parte sujetos dignos de especial protección como las etnias indígenas, los niños y los adultos mayores, el que se encuentra en evidente riesgo y por tanto se requieren medidas urgentes para su restablecimiento. (…)
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril once (11) de dos mil diecinueve (2019)  


Acta No. 146 del 11 de abril de 2019

Expediente No. 66001-31-10-001-2018-00648-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-, la Gobernación de Risaralda y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia local, el 25 de febrero último, en la acción de tutela que instauró el Personero Municipal de Pueblo Rico contra los recurrentes, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, las empresas Aguas y Aseo de Risaralda, Agroaguas SAS, el Departamento Nacional de Planeación, la Empresa de Servicios Públicos y la Alcaldía de Pueblo Rico, a la que fueron vinculados el Ministerio de Medio Ambiente -Comisión de Agua Potable-, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Procuraduría General de la Nación, el Procurador Delegado para la Infancia, Adolescencia y Familia y las Secretarías Departamentales de Salud e Infraestructura.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el promotor de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el municipio de Pueblo Rico conviven tres etnias: indígenas, comunidades afrodescendientes y mestizas; el municipio además fue declarado víctima colectiva del conflicto armado.

1.2 Según la proyección del DANE, esa localidad cuenta con una población de 13.809 habitantes, dividida aproximadamente así: 3.452 en el casco urbano, 3.000 en el corregimiento Santa Cecilia, 200 en Villa Claret y 7.000 en resguardos indígenas.
1.3 La cabecera municipal cuenta con una red de acueducto y alcantarillado instalada hace más de 27 años, compuesta en su mayoría por asbesto, razón por la cual perdió su vida útil. La bocatoma que alimenta a la planta de tratamiento también presenta inconvenientes debido a su antigüedad.
1.4 Por lo anterior desde hace varios años es inconstante el suministro de agua.
1.5 El 5 de noviembre de 2018 se produjo una creciente del río que surte al acueducto, lo que causó avería en el sistema de depósito y en la tubería de aducción. Este hecho produjo una suspensión del servicio de agua en la zona urbana por siete días continuos, lo que obligó a utilizar los vehículos del cuerpo de Bomberos, de Aguas y Aguas de Pereira y de la Defensa Civil para abastecer a la población de ese líquido.
1.6 Durante ese periodo se suspendieron las clases en los colegios y los servicios del centro de desarrollo infantil, faltó poco para que el Hospital San Rafael dejara de funcionar, se afectó el comercio y se presentaron inconvenientes en los hogares en las actividades de alimentación y aseo.
1.7 El 13 de noviembre siguiente se logró restablecer ese servicio de manera intermitente. Ese mismo día, el Comité de Gestión del Riesgo decretó el estado de urgencia manifiesta.
1.8 El 15 del citado mes se produjo un deslizamiento de tierra cercano al predio en que se encuentra la planta de tratamiento, hecho que afectó su tubería y generó una nueva emergencia por cerca de tres días. El derrumbe, además, dejó esas instalaciones a casi cinco metros de la pendiente y, por tanto, en riesgo de precipitarse ante posibles nuevos movimientos de tierra.  
1.9 Posteriormente se presentaron nuevos cortes temporales del servicio y el 18 de noviembre se presentó otra avería en la bocatoma.

1.10 Por las anteriores circunstancias, los habitantes se han visto obligados a hacer depósitos de agua y a recolectar agua lluvia, pese al riesgo que ello genera para la salud.   
1.11 Aunque la Empresa de Servicios ha realizado obras de mantenimiento, estas han sido provisionales y hasta con métodos rudimentarios. Esa misma entidad informó que hace dos años se instaló una planta para el manejo del sedimento que viene del río, pero su funcionamiento no es el adecuado “generando corte por la alta turbiedad, lo que nos permite deducir que… el agua no es potable”. Motivo por el cual se vincula a Agroaguas, como “empresa proveedora de los mecanismos”. 
1.12 Respecto de la situación de los corregimientos que conforman ese municipio, dijo que los habitantes de Santa Cecilia utilizan el agua directamente del río San Juan, es decir sin tratamiento alguno. Allí se adelantan obras para mejorar el sistema de acueducto. Mientras que Villa Claret carece de agua potable y el alcantarillado se encuentra obsoleto. A la fecha existe un proyecto para atender las necesidades de esa población.

1.13 Mediante Acuerdo 015 de 2008 se autorizó a la administración municipal para comprometer vigencias futuras excepcionales, con el fin de financiar proyectos de inversión en la prestación del servicio de agua y saneamiento, siendo gestor la empresa Aguas y Aseo de Risaralda, contando con recursos importantes que deben ser utilizados para enfrentar la crisis que hoy vive Pueblo Rico.

1.14 Citó jurisprudencia sobre la legitimación de la Personería, el derecho fundamental al agua potable, la acción de tutela para la protección de sujetos individualizables e identificables; en este caso, los niños, adolescentes, adultos mayores, madres cabeza de hogar y comunidades indígenas.     

2. Considera lesionados los derechos al agua potable, la vida digna, la salud, la educación y aquellos de los sujetos de especial protección. Para su salvaguarda solicita: a) como órdenes inmediatas: i) garantizar el suministro de agua, bien sea con la adecuación del sistema de alcantarillado, o por medio de carros cisternas para los periodos de corte y ii) se adopten medidas inmediatas para evitar la suspensión de ese servicio y b) como disposiciones progresivas: i) realizar mantenimiento a la bocatoma, la planta de tratamiento y las redes de acueducto a efecto de que sea permanente la prestación del servicio en la cabecera municipal; ii) adelantar las gestiones pertinentes para garantizar el suministro de agua potable en el corregimiento de Santa Cecilia, lo que incluye la actualización del sistema de alcantarillado, y, una vez se determine el estado actual del contrato que se desarrolla en ese lugar, evaluar si las obras deben complementarse para brindar una cobertura total a la población; iii) surtir las diligencias necesarias que permitan ejecutar las obras de acueducto y alcantarillado en Villa Claret y iv) mientras se da cumplimiento a aquellas primeras órdenes, que el Comité Permanente para la Garantía de Agua Potable, de acuerdo con la Sentencia 475 de 2017 de la Corte Constitucional, defina la problemática, la población a beneficiar, la construcción de alternativas, elija la mejor opción, realice un cronograma de ejecución, adelante acciones de verificación, gestione las apropiaciones y ejecuciones presupuestales a que hubiere lugar e implemente esas medidas a más tardar en un año.




A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 26 de noviembre de 2018 se admitió la acción y se ordenó vincular al Ministerio de Medio Ambiente -Comisión de Agua Potable-, a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la Procuraduría General de la Nación, al Procurador Delegado para la Infancia, Adolescencia y Familia y a las Secretarías Departamentales de Salud e Infraestructura. 
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 La Directora Regional de ICBF, luego de hacer alusión a los programas que esa entidad presta en el municipio de Pueblo Rico, entre los que se encuentran la protección a la primera infancia, acciones de alimentación y atención a comunidades étnicas, señaló que ese Instituto carece de legitimación en la causa ya que los hechos de la demanda se refieren a la prestación del servicio de agua potable.

2.2 La Directora General de la CARDER, por medio de apoderado, señaló que no se oponía a las pretensiones de la demanda y que se encuentra dispuesta a participar en las actividades necesarias para solucionar el desabastecimiento de agua en el citado municipio, aunque la entidad que representa, al tener funciones netamente de asesoría técnica, carece de competencia para ejecutar obras por riesgo de desastres naturales, responsabilidad que recae en la administración municipal.  
2.3 Quienes dijeron ser el Gerente de la Empresa de Servicios Públicos de Pueblo Rico y representante legal de Agroaguas SAS se pronunciaron, pero dejaron de aportar los documentos que acreditaran la calidad con que actúan y por ende, sus argumentos no serán apreciados.  

2.4 Los Concejales del Municipio de Pueblo Rico coadyuvaron la demanda.
2.5 El Procurador Regional de Risaralda indicó que no se evidencia que el Ministerio Público haya tenido injerencia alguna en la vulneración de derechos invocada; comparte la pretensión principal de la tutela, mas no  lo relativo al compromiso de vigencias futuras, ya que la acción de tutela es improcedente para ese efecto, máxime cuando en este caso existe un plan de desarrollo que debe ser cumplido “y no únicamente en el sector agua potable”. 

2.6 El Gobernador de Risaralda, por medio de apoderada, solicitó su desvinculación del trámite porque en este caso no se ha demostrado un perjuicio irremediable, requisito indispensable para la procedencia del amparo. Por el contrario, existe prueba de que la Empresa de Servicios Públicos de Pueblo Rico ha realizado labores pertinentes para normalizar el abastecimiento del agua. Agregó que el juez de tutela no se encuentra facultado para órdenes complejas, es decir mandatos que requieren tiempo, recursos económicos y dependen de acciones interadministrativas.
2.7 La Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios, por intermedio de apoderado, refirió que esa entidad ejerce funciones de inspección, control y vigilancia sobre entidades que presten tales servicios. Entre esas atribuciones se encuentra la de ejercer como superior jerárquico de las autoridades vigiladas, respecto de la resolución de recursos de apelación interpuestos por los usuarios frente a decisiones proferida por esas autoridades. Empero, eso no implica responsabilidad directa ni solidaria respecto de actuaciones de esas últimas. En este caso, no existe reclamación alguna, que radique en esa Superintendencia la competencia para conocer de la segunda instancia en la citada vía administrativa.  
2.8 La Secretaria de Salud del Departamento del Risaralda incorporó copia de la actuación que se ha surtido, dentro del marco de su competencia legal, en aras de vigilar la calidad del agua en el municipio de Pueblo Rico.
2.9 El Procurador 21 Judicial II para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia dijo que en este caso la acción de tutela cumple los presupuestos de procedencia, establecidos en la jurisprudencia constitucional. Además, este precedente es claro en determinar que el servicio de agua potable es un derecho fundamental y por tanto las entidades accionadas lo vulneran en este caso, al no garantizar su efectiva prestación.
2.10 La representante legal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se opuso a las pretensiones de la demanda con sustento en que la obligación de garantizar el acceso al derecho al agua es de las empresas de servicios públicos y de los entes territoriales respectivos, mientras que a esa cartera ministerial, sobre el particular, solo le fueron dadas funciones de monitoreo.
2.11 Las demás entidades guardaron silencio.

3. La sentencia proferida por el juzgado de conocimiento, el 6 de diciembre de 2018, fue declarada nula mediante auto del 12 de febrero pasado, por magistrado de esta Sala que para entonces conoció del asunto, en razón a que se omitió notificar en debida forma a la sociedad Aguas y Aseo de Risaralda SA ESP y al Departamento Nacional de Planeación.
4. Luego de rehecha la actuación, se realizaron los siguientes pronunciamientos:

4.1 La Gerente General y Representante Legal de Aguas y Aseo de Risaralda manifestó que esa entidad ha realizado diferentes actividades con el fin de solucionar la problemática ventilada y que a la fecha se encuentra adelantando el concurso de méritos para la consultoría de actualización del plan maestro de acueducto y alcantarillado del corregimiento Villa Claret del municipio de Pueblo Rico; el cronograma de ese proceso inició el 7 de febrero de 2019 y termina con la legalización del contrato el 12 de marzo siguiente, y el resultado de esa consultoría será sometido a proceso de viabilización.  
4.2 El apoderado de la CARDER, a los argumentos que ya había planteado, agregó información sobre las últimas medidas adoptadas respecto de la situación relatada en los hechos de la demanda.
4.3 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico dijo que las funciones de esa entidad guardan relación con el monopolio de la prestación de tales servicios y el impulso de la competencia entre prestadores.
4.4 El Director Nacional de Planeación, por medio de apoderado, alegó que la entidad que representa no ha lesionado ninguno de los derechos invocados, como quiera que entre sus atribuciones legales no se encuentra la de prestar servicios públicos domiciliarios. 
5. Mediante sentencia del 25 de febrero último se concedió el amparo solicitado y para proteger los derechos al agua potable, la salud y la vida digna de los infantes, adolescentes, madres cabeza de familia, adultos mayores y comunidades étnicas, habitantes de Pueblo Rico, se ordenó a   Aguas y Aseo de Risaralda, a la CARDER, a la Empresa de Servicios Públicos de Pueblo Rico, a Agroaguas SAS, al Departamento Nacional de Planeación, al Departamento de Risaralda, al Municipio de Pueblo Rico y a los Ministerios de Vivienda, Ciudad y Territorio y de Hacienda y Crédito Público: a) presentar ante ese despacho, en el término de un mes, el cronograma correspondiente a la manera como se asumirán o continuarán las gestiones necesarias para la solución de la problemática planteada; b) conformar, en un lapso de un mes, comité permanente para la garantía de la prestación del servicio de agua potable en ese municipio, en cuya integración deberán ser incorporadas las entidades que se consideren necesarias, así como las distintos representantes de la comunidad afectada; esa política pública deberá contener, como mínimo, la definición del problema, la población a beneficiar, la construcción de alternativas, la selección de la mejor opción, el cronograma de ejecución, las acciones de verificación y las apropiaciones y ejecuciones presupuestales a que hubiera lugar. Se instó, además, a la Procuraduría General de la Nación y a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios a acompañar, en el marco de sus competencias, el cumplimiento efectivo de esas órdenes.
Para decidir así, consideró, luego de citar jurisprudencia relativa a la protección del derecho fundamental al agua, que en este caso se encuentra acreditado que a finales del año 2018 se produjo un hecho de la naturaleza que afectó el sistema de acueducto en el municipio de Pueblo Rico y que debido al estado actual de esas redes, se presentan cortes constantes del servicio de agua. También, que en los corregimientos de Santa Cecilia y Villa Claret ese líquido no es apto para el consumo humano, que la planta de potabilización se encuentra en riesgo de deslizamiento y que se requiere ampliar de manera urgente el almacenamiento para suplir la demanda cuando el líquido no esté en condiciones idóneas. Tales circunstancias generan que el suministro de agua potable sea irregular, lo que, en consecuencia, origina la vulneración de los derechos de que son titulares los habitantes de ese municipio, entre los cuales se hallan personas dignas de especial protección. Añadió que teniendo en cuenta que no se cuenta con un “diagnóstico concertado de la problemática que se afronta”, es necesario adoptar una verdadera estrategia de implementación para lograr progresivamente la satisfacción de los derechos lesionados. 
6. Inconformes con el fallo, la CARDER, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Gobernación de Risaralda lo impugnaron. 
6.1 La primera de esas entidades argumentó que el juzgado de primera instancia realizó una interpretación errónea de las Leyes 136 y 142 de 1994 y 715 de 2001, ya que es al ente municipal al que corresponde garantizar el servicio de agua potable, mientras que a esa Corporación Autónoma solo le están dadas funciones de asistencia técnica. En este caso, mediante oficio del 6 pasado de febrero, se informó al Concejo Municipal de Pueblo Rico de la realización de visita técnica llevada a cabo el 4 de diciembre anterior, en la cual se concluyó que el acueducto de esa localidad se encuentra en riesgo y se brindaron recomendaciones. También dijo que las órdenes impuestas a esa entidad escapan a su competencia y citó normas y jurisprudencia relativa a su campo de acción.
Solicita se le absuelva de toda responsabilidad y se dirijan los mandatos judiciales a la administración municipal de Pueblo Rico. 
6.2 La apoderada de la Gobernación de Risaralda alegó que en este caso la responsable del mantenimiento del servicio de agua es la Empresa de Servicios Públicos de Pueblo Rico. De igual manera, el departamento suscribió contrato interadministrativo 1529 del 9 de octubre de 2018 con el objeto de aunar esfuerzos para la optimización del acueducto del corregimiento de Santa Cecilia, en el que aportó $118.000.000 y se le atribuyó la función de supervisar su cumplimiento, mientras que Aguas y Aseo de Risaralda contribuye con $5.068.790 para “la construcción de cerramiento, zona lechos de secado en postes de madera y cuatro hilos alambre púa”. Allí también se determinó que esa última entidad es la encargada de administrar y ejecutar esos recursos. Así mismo, en el año 2015 se invirtieron $1.576.630.454 para la ejecución del plan maestro de acueducto y alcantarillado en esa municipalidad, es decir que la Gobernación destinó los recursos necesarios para satisfacer el derecho al agua de esa población. Aunque la funcionaria de primera sede señaló que no se presta con regularidad el servicio de agua potable, este hecho carece de prueba, ya que no existe un “estudio serio” sobre el particular, máxime que la emergencia causada obedeció a un caso fortuito. Reiteró lo relativo a la imposibilidad del juez de tutela de emitir órdenes complejas.
6.3 La representante del Ministerio de Hacienda y Crédito Público manifestó reiterar todos los argumentos que expuso en la contestación de la demanda, a los que agregó que cada entidad pública es la encargada de destinar los recursos girados por la Nación, solicitar traslados o adiciones, así como es su deber contar con un rubro específico para el pago de fallos de tutela.
7. Esta Sala, mediante proveído del 9 de abril último declaró inadmisibles las impugnaciones formuladas por el apoderado del Departamento Nacional de Planeación y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Sin embargo, esa decisión fue dejada sin efecto parcialmente por auto del 11 del citado mes y se ordenó dar trámite a la impugnación formulada por esa última entidad.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar a las entidades demandadas adelantar las gestiones necesarias a fin de prestar un servicio de agua potable continuo y apto.
3. De manera previa considera la Sala necesario analizar la legitimación en la causa del promotor de la acción.

De conformidad con el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos… También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.” 

En consecuencia, en este caso el Personero Municipal de Pueblo Rico está legitimado para representar a los habitantes de esa localidad, más aún si se toma como referencia que en este caso se encuentran involucrados derechos de niños, adultos mayores y comunidad indígena, personas de especial protección.

4. Como es sabido la acción de tutela es un mecanismo especial de carácter subsidiario, al cual se puede acudir cuando no existan otros medios de defensa judiciales para debatir la cuestión o cuando estos carecen de la suficiente eficacia para proteger los derechos fundamentales desprotegidos.
Teniendo presente lo anterior, en principio, las controversias que surjan con ocasión de la prestación de servicios públicos domiciliaros, escapan a la competencia del juez de tutela, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción contencioso administrativa. Ese mismo criterio aplica para casos en los cuales se solicita la protección de derechos colectivos, ya que para ese efecto se encuentra disponible la acción popular. 
No obstante, la Corte Constitucional mantiene una línea jurisprudencial consistente acerca de la procedencia excepcional de la acción de amparo respecto de casos en los cuales se alega la vulneración del derecho al agua potable de una comunidad, al tratarse de una garantía que si bien es colectiva también reúne la característica de fundamental del individuo.
Así por ejemplo, ha dicho
: 

“En las sentencias SU-1116 de 2001, T-219 de 2004, T-135 de 2008 y la T-661 de 2012, al estudiar diversos casos en los cuales los respectivos jueces de instancia habían declarado improcedente la tutela aduciendo que la pretensión habría podido ser resuelta mediante una acción popular, este Tribunal precisó que “si bien la acción popular es el medio idóneo y eficaz para solicitar la protección de los derechos colectivos, cuando de los hechos se deriva un perjuicio irremediable, es pertinente que el juez de tutela adelante un estudio de fondo sobre el caso y adopte una decisión tendiente a garantizar la protección de los derechos fundamentales afectados”.
 
Así las cosas, los jueces constitucionales deben analizar si en un caso que involucre ambas clases de derechos (individuales y colectivos), la acción popular es idónea y eficaz para proteger los derechos fundamentales que puedan verse afectados[9]. En este sentido, es posible que para la protección de los derechos fundamentales sea necesaria, por ejemplo, una orden judicial individual en relación con el accionante. En esa circunstancia, la acción popular puede resultar adecuada para enfrentar la vulneración de los derechos colectivos vulnerados, pero no ser suficiente para amparar el derecho fundamental que ha sido afectado en conexidad con esos derechos colectivos, supuesto en que, la tutela es procedente de manera directa por cuanto la acción popular no resulta idónea para proteger el derecho fundamental[10].
 
En igual sentido, la jurisprudencia ha desarrollado pautas con el propósito de identificar la procedencia de la acción de tutela a pesar de que la acción popular resulte también, en principio, adecuada para solicitar la protección invocada. Tales pautas fueron sintetizadas en la sentencia T-218 de 2017 de la siguiente forma:
 
(i) Aunque la acción de tutela plantee cuestiones relacionadas con derechos e intereses colectivos, debe en todo caso versar sobre la vulneración de derechos fundamentales, (ii) la afectación de los derechos fundamentales invocados en la tutela debe ser “consecuencia inmediata y directa” de la vulneración de un derecho colectivo, (iii) como es natural, la acción de tutela debe estar dirigida a probar la vulneración de un derecho fundamental en contra de una o más personas, pues no basta con afirmar que determinado derecho colectivo se encuentra en riesgo para deducir a partir de ahí la vulneración automática de derechos fundamentales de individuos específicos, y (iv) cuando el juez considere que la acción de tutela es procedente, la orden que dicte debe estar encaminada a la protección de los derechos fundamentales específicos, en vez de amparar de manera directa el derecho colectivo en sí mismo considerado, aunque es posible que con su decisión resulte igualmente protegido un derecho de esa naturaleza.
 

3.2. Así mismo, la Corte en varias ocasiones ha reiterado la procedencia de la acción de tutela para la salvaguarda del derecho al agua, entendiendo que cuando se destina al consumo humano se realza su propio carácter de derecho fundamental y su protección puede ser garantizada a través del mecanismo constitucional.  Esta posición ha sido sentada en diversas providencias, teniendo en cuenta que el agua es un presupuesto de desarrollo de la vida misma, de la salud y de la dignidad humana de las personas, entendida como la posibilidad de gozar de condiciones materiales de existencia que le permitan al individuo desarrollar un papel activo en la sociedad”.
 
Tomando como referencia el anterior precedente, en este caso se cumple el requisito de procedencia de la acción de tutela, porque si bien en principio la vulneración se plantea sobre derechos colectivos, se deduce también que es el derecho fundamental al acceso al agua potable de cada uno de los habitantes del municipio de Pueblo Rico, del que hacen parte sujetos dignos de especial protección como las etnias indígenas, los niños y los adultos mayores, el que se encuentra en evidente riesgo y por tanto se requieren medidas urgentes para su restablecimiento.
Superado el anterior presupuesto, procede la Sala a analizar de fondo la cuestión.

5. Las pruebas incorporadas al proceso, que se encuentra en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 Mediante Acuerdo No. 015 del 28 de agosto de 2008, el Concejo Municipal de Pueblo Rico facultó al alcalde de esa localidad para: a) formular e implementar el plan departamental para el manejo empresarial de los servicios de agua y saneamiento -PDA-; b) constituir con el departamento sociedad o empresa de servicios públicos domiciliarios y c) comprometer vigencias futuras excepcionales para financiar ese proyecto
.

5.2 El 14 de diciembre de 2017, la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda llevó a cabo visita de auditoría sanitaria a la planta de tratamiento del mencionado municipio. En ella se dejó constancia de que los métodos utilizados para mitigar el daño en el sistema no mejoraron la calidad del agua, que esa planta, cuando se presenta turbiedades superioras a 10NTU “no entrega o sirve agua de acuerdo a la resolución 2115 de 2007” y que los cortes constantes del suministro afectan los índices de riesgo de la calidad de agua para consumo. Además se recomendó realizar los ajustes necesarios para suministrar agua potable
.    

5.3 Los informes de análisis de la calidad del agua para el consumo humano, realizados por el Laboratorio Departamental de Salud Pública el 7 de enero de 2011, el 17 de abril y el 12 de agosto de 2018, calificaron el nivel de riesgo en las comunidades Villa Clareth, Santa Cecilia e Invasión Barrio Cinto del municipio de Pueblo Rico, como “inviable sanitariamente”
.

5.4 Por medio de certificación del 21 de octubre de 2017, la Secretaría de Planeación Municipal de Pueblo Rico dejó constancia de que el sistema de acueducto de los corregimientos de Santa Cecilia y Villa Clareth, debido a su antigüedad, presenta rotura, sedimentaciones y grietas
.

5.5 En actas de reunión del 6 y 13 de noviembre de 2018 autoridades del municipio de Pueblo Rico y del departamento, expusieron los eventos naturales que ocasionaron la suspensión del servicio de agua en esa localidad, lo que afectó directamente el funcionamiento del hospital, el cuerpo de bomberos, la Policía, la Alcaldía y los colegios. Así mismo se informaron las gestiones provisionales que se adelantan para superar ese inconveniente y el Personero Municipal propuso la creación del comité de garantía del agua potable, al cual se facultaría para adoptar las medidas necesarias para mitigar la circunstancia ocurrida
. Esta petición fue reiterada por oficio de aquella misma fecha
.
5.6 Mediante oficio del 21 de noviembre de 2018, la Empresa de Servicios Públicos de Pueblo Rico dio respuesta a la solicitud verbal formulada por el Personero de ese municipio, en la que señaló que el servicio de agua se suspende mensualmente en promedio 4 veces en verano y 15 en invierno, lo anterior se incrementa si se deben ejecutar cambios en la redes antiguas “o imprevistos”. Además, que debido a la borrasca en el río que abastece a esa localidad, que tuvo lugar el 5 de noviembre de ese año, la bocatoma colapsó y se presentaron otros daños en el sistema de acueducto, razón por la cual se activó el Comité Municipal de Gestión de Riesgos y Desastres, que adoptó medidas extraordinarias para suministrar ese servicio a la comunidad. También se presentó un deslizamiento de tierra 40 metros debajo de la bocatoma, lo que impide el tránsito de operadores hacia ese lugar. Por cuenta de otro hecho de la naturaleza, del 13 del citado mes, surgieron nuevas averías que afectan la prestación normal del mencionado recurso. Igualmente la planta de tratamiento, que es relativamente nueva, presenta inconvenientes. Por todo lo anterior, se dijo, es necesario aunar esfuerzos para lograr solucionar los daños en la red de acueducto
.     

5.7 En las actas de reuniones del 5 de mayo, 15 y 20 de junio, 28 y 30 de julio y 6 de agosto de 2018 y 15 de febrero de 2019, programadas por la sociedad Aguas y Aseo de Risaralda, se proyectaron las obras a realizar en los sectores de Villa Clareth y Santa Cecilia para la construcción y mantenimiento de las redes de acueducto y alcantarillado
. 

6. Surge de las anteriores pruebas que si bien se han adoptado medidas para el suministro del servicio de agua en el municipio de Pueblo Rico, en este momento su prestación es inconstante y muchas veces insalubre, esto último afecta particularmente a los corregimientos de Villa Clareth y Santa Cecilia.
Sobre el alcance del derecho al agua y las medidas que se deben adoptar para su protección, la Corte Constitucional, en la providencia que viene siendo citada, expresó:

 
“La jurisprudencia constitucional ha reconocido que el derecho fundamental al agua se encuentra ligado al principio de dignidad humana, pues éste constituye un elemento para tener unas condiciones materiales de existencia adecuadas (vivir bien). Ha dicho también este Tribunal que el suministro permanente e ininterrumpido de agua es el medio para hacer efectiva esa garantía constitucional. En concordancia con lo anterior la Corporación ha establecido que procede la acción de tutela para conjurar la afectación del derecho al agua potable, en diversos campos de aplicación de gran importancia…

  

Así las cosas, como sucede en el caso de los derechos fundamentales en general, garantizar la faceta positiva del derecho al agua puede implicar acciones complejas, como la construcción de obras necesarias para el suministro del líquido, con las implicaciones presupuestales que esto conlleva. Teniendo en cuenta la complejidad de las medidas necesarias para garantizar esta faceta, es razonable que el Estado las desarrolle de manera progresiva. Cuando se está en presencia de la faceta prestacional del derecho al agua, el juez de tutela cuenta con una amplia gama de soluciones constitucionales que le permiten amparar a las personas de las situaciones que vulneran sus derechos, esto ha sido conocido por la jurisprudencia constitucional como la justiciabilidad de los DESC…
 

En conclusión, es claro que cuando el juez constitucional observa que la administración ha incumplido su deber de garantizar la existencia de un plan o programa destinado a lograr en un plazo razonable la materialización de la faceta prestacional del derecho al agua y tal inactividad afecta de manera desproporcionada los derechos de una comunidad, puede ordenar que las autoridades accionadas establezcan una hoja de ruta que permita la ejecución de las obras necesarias para acceder a este preciado líquido.

 

De acuerdo con las consideraciones sobre el derecho al agua realizada, esto es parcialmente cierto. Por un lado, para la Sala el abastecimiento de agua continuo, suficiente e ininterrumpido para los usos personales y domésticos de cada persona constituye un aspecto del derecho que puede requerir de inversiones públicas de gran magnitud, dependientes del debate público y de la ejecución presupuestal. Pero es sumamente importante recordar que la garantía plena del derecho al agua no puede considerarse una simple aspiración, sino que por el contrario es deber de los entes prestadores adoptar planes específicos que apunten a garantizar unos contenidos mínimos de agua, los cuales deben contar con “indicadores de impacto y ejecución, que permitan verificar el nivel de avance en el goce del derecho al agua y que lleven efectivamente hacia su plena realización.”…
Así las cosas, se adoptarán medidas en tres niveles a saber. Primero, se ordenará una protección inmediata del derecho fundamental al agua de las comunidades demandantes, mediante el abastecimiento del líquido por parte del municipio de La Mesa y demás municipios accionados. ya que en virtud de la obligación a cargo de los municipios de garantizar la prestación de servicios públicos, es claro que estos deben hacerse cargo, por lo menos temporalmente de la situación que afecta a los accionantes; segundo, teniendo en cuenta que la responsabilidad por la garantía de éste derecho corresponde directamente a los entes territoriales y de llegar el caso en observancia de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad a la Gobernación de Cundinamarca, se les ordenará a dichas entidades que alleguen al juez de primera instancia dentro de los veinte (20) días siguientes a la notificación de este fallo un cronograma sobre la forma en la que asumirán la prestación del mínimo vital del agua a las comunidades demandantes. Este empezará a ejecutarse de manera inmediata y deberá estar en consonancia con el Plan Maestro de Aguas.

 

…
 

Así mismo, ordenará a la Gobernación de Cundinamarca, a las Empresas Públicas de Cundinamarca, a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, al Acueducto Regional de La Mesa, Quipile y Anapoima, a los Municipios de La Mesa, Quipile y Anapoima, al Ministerio de Vivienda (Viceministerio de Agua y Saneamiento Básico), al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Departamento Nacional de Planeación que conformen un “comité permanente para la garantía de agua potable del Acueducto Regional de La Mesa, Quipile y Anapoima”. El objetivo de dicho comité será el diseño e implementación de una política pública para lograr progresivamente la completa satisfacción del derecho fundamental al agua de los habitantes de las veredas El Espino y Ojo de Agua. En la integración y conformación de este comité, las entidades accionadas deberán incorporar y vincular en la gestión y construcción de las soluciones a corto, mediano y largo plazo, a otras entidades nacionales, departamentales y territoriales que se consideren necesarias, al igual que a distintos representantes de las veredas que se han visto afectados por la avería del acueducto regional. La ciudadanía podrá de forma activa realizar veeduría sobre el cumplimiento de las órdenes proferidas.

…

 

Por último, remitirá copia del presente fallo a la Procuraduría General de la Nación y a la Superintendencia de Servicios Públicos para que ellos ejerzan sus funciones de control y vigilancia respecto de la situación del servicio de acueducto de las veredas El Espino y Ojo de Agua y, de manera específica, del cumplimiento de las órdenes otorgadas en esta sentencia.”
En el caso concreto, se puede concluir que la Alcaldía de Pueblo Rico incumplió su deber de cumplir con el programa destinado a lograr la satisfacción efectiva del derecho al agua, para el cual se le concedieron facultades extraordinarias en el año 2008, máxime cuando desde el año 2011, la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda viene alertando sobre la baja calidad de ese recurso hídrico y que en el 2017 la Secretaría de Planeación Municipal de esa localidad rindió certificación del mal estado en que se encuentra el acueducto de los corregimientos de Santa Cecilia y Villa Clareth. Ello, sin tener en cuenta que según las Empresas de Servicios Públicos de ese municipio, los cortes del agua mensualmente varían de 4 a 15 veces, dependiendo de las situaciones climáticas, lo cual puede llegar a aumentar por diversas circunstancias.  
Es decir que a pesar de tener conocimiento de esa situación, aquella entidad omitió garantizar el abastecimiento de agua continuo, apto, suficiente e ininterrumpido para los usos personales y domésticos de cada uno de sus pobladores.
En este punto es preciso señalar que si bien para la fecha en que se formuló la acción de tutela, se habían adelantado comités para establecer las causas y posibles soluciones de los inconvenientes presentados, lo cierto es que no se habían adoptado aún medidas permanentes para ese fin.
La Sala no comparte los argumentos planteados por las entidades recurrentes por las siguientes razones: a) si bien les asiste razón en cuanto alegan que el servicio de agua potable, es de responsabilidad directa del municipio de Pueblo Rico, lo cierto es que de conformidad con la jurisprudencia transcrita, en el diagnóstico del problema y en las recomendaciones para su solución, participan diferentes estamentos públicos, entre los cuales se encuentran la Corporación Autónoma Regional y las entidades del orden nacional y departamental, al punto de que, como se acreditó, en este caso la primera de esas entidades ha brindado asesoramiento sobre el particular y la última afirmó haber suscrito contratos para el mantenimiento del acueducto de esa localidad; b) en relación con el alegato de la Gobernación de Risaralda sobre la supuesta falta de claridad respecto al ineficaz suministro de agua potable, basta remitirse a las pruebas allegadas para concluir que ese recurso no solo se brinda de forma interrumpida, sino que en ciertas temporadas y localidades, no es apto para el consumo humano. Además, si esa autoridad consideraba que hacía falta un estudio especializado para determinar la verdadera magnitud del problema, ha debido asumir la carga de esa prueba y aportar uno que desvirtuara los aquí allegados, entre ellos los realizados por la misma Secretaría de Salud de esa Gobernación; c) lo relacionado con que la emergencia fue ocasionada por un caso fortuito, la temporada de lluvias del año 2018, es necesario precisar que aunque esa situación climática agravó aquella problemática, la prestación defectuosa del servicio de agua potable, tal como se demostró, se viene presentando desde el año 2011, es decir mucho antes de que ocurrieran esas circunstancias naturales y d) en cuanto al impedimento de los jueces de tutela de emitir órdenes que impliquen inversión de tiempo, recursos económicos y actividades interadministrativas, la Sala se atiene a lo establecido en el precedente jurisprudencial en el que, con claridad, se determinó que los trámites de tipo administrativo y de políticas públicas no pueden ser un impedimento para garantizar el derecho al acceso al agua potable, máxime cuando la mayoría de medidas de protección son de carácter progresivo. Así mismo, obra prueba de que la administración municipal tiene atribuciones especiales para comprometer vigencias futuras a efecto de garantizar el tantas veces citado derecho y que el departamento, como se dijo en el recurso, ha dispuesto también de recursos económicos para cumplir ese objetivo
.   
7. En conclusión, el fallo impugnado se confirmará.

8. Para finalizar, esta Sala considera necesario llamar la atención del juzgado de primera instancia ya que omitió incorporar al expediente la copia del acto administrativo por medio del cual se facultó a la delegada del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para actuar en representación de esa entidad, lo que produjo que se inadmitiera la impugnación formulada por esa funcionaria, error que se corrigió porque en esta sede ella acreditó que a aquello sí había procedido en primera instancia.  
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E  
PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira, el 25 de febrero último, dentro de la acción de tutela interpuesta por el Personero Municipal de Pueblo Rico contra la CARDER, la Gobernación de Risaralda, los Ministerios de Vivienda, Ciudad y Territorio y de Hacienda y Crédito Público, Aguas y Aseo de Risaralda, Agroaguas SAS, el Departamento Nacional de Planeación, la Empresa de Servicios Públicos y la Alcaldía de Pueblo Rico, a la que fueron vinculados el Ministerio de Medio Ambiente -Comisión de Agua Potable-, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Procuraduría General de la Nación, el Procurador Delegado para la Infancia, Adolescencia y Familia y las Secretarías Departamentales de Salud e Infraestructura.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� En virtud de esa norma la Corte Constitucional en sentencia T-481 de 2016, expresó:“(…) resulta necesario llamar la atención en que, en virtud de los especiales intereses que se encuentran en discusión en el trámite de este especial tipo de acción, el decreto 2591 de 1991 contempló la posibilidad de que tanto el defensor del pueblo, como el personero municipal puedan interponer acciones de tutela en representación de los intereses de rango fundamental que estimen vulnerados o desconocidos dentro de su circunscripción.”


� Sentencia T-475 de 2017, M.P, Iván Humberto Escrucería Mayolo


� Folios 8 a 11


� Folios 130 a 132


� Folios 17 a 19 


� Folio 7 


� Folios 3 a 6 


� Folios 13, 14 y 133 


� Folios 1 y 2 


� Ver archivo que consta en la carpeta “actas de reunión Pueblo Rico” y archivo denominado “Acta reunión obra Santa Cecilia FEBRERO 15 de 2019” de la carpeta “REQUERIMIENTO # 3”, visibles en el disco compacto que obra a folio 258 y


� Ese criterio sigue el precedente de esta Sala que en casos de similares contornos se ha pronunciado en la forma como ahora lo hace. Ver sentencia del 24 de enero 2019, radicado 66001-31-03-005-2018-00685-02 M.P. Duberney Grisales Herrera
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